
De la muerte invisible  
a las masacres 

centro nacional de memoria histórica 

Fragmento del informe ¡Basta Ya!

Asesinatos selectivos: las 
muertes menos visibles 
Los asesinatos selectivos constituyen la 
modalidad de violencia empleada por los 
actores armados que más muertos ha pro-
vocado en el desarrollo del conflicto. El 
número de víctimas de los asesinatos se-
lectivos pudo haber alcanzado, de acuerdo 
con las proyecciones del gmh (Grupo de 
Memoria Histórica), las 150 000 personas. 
Esto significa que nueve de cada diez ho-
micidios de civiles en el conflicto armado 
fueron asesinatos selectivos1.

Los asesinatos selectivos son la expre-
sión de una estrategia criminal que busca 
enmascarar las dimensiones de las acciones 
de violencia contra la población civil. Esto 
se debe a que su carácter de acción indi-
vidual y su patrón de ataque dificultan la 
identificación de los perpetradores. La es-
trategia se complementa con un régimen de 
terror diseñado para silenciar a las víctimas 
y garantizar así la impunidad del crimen2.

1 Estas magnitudes se infieren luego de contrastar las 
cifras de homicidio reportadas por el ruv (Registro 
Único de Víctimas) y las bases de datos del gmh so-
bre masacres, atentados terroristas, acciones bélicas 
y ataques a bienes civiles, sumada a la relación del 
número de civiles muertos por minas antipersonal 
reportada por el Paicma (Programa para la Acción 
Integral contra Minas Antipersonal).

2  gmh, La Rochela. Memorias de un crimen contra la 
justicia (Bogotá: Taurus/Semana, 2010), 18.

Teniendo en cuenta que la información del 
ruv sobre quiénes son los autores de los he-
chos victimizantes es muy limitada (9,8 % 
de los casos), el registro estadístico del gmh 
permite establecer tendencias en el empleo 
de esta modalidad y niveles diferenciados de 
presunta responsabilidad. En este registro 
se documentan 23 161 asesinatos selectivos 
entre 1981 y el 2012. De este total, 8902 
muertes, es decir el 38,4 %, fueron ocasio-
nadas presuntamente por grupos paramili-
tares; 6406, o el 27,7 %, fueron perpetradas 
por grupos armados no identificados; 3906, 
correspondientes al 16,8 %, fueron respon-
sabilidad de las guerrillas; 2340, el 10,1 %, 
las cometieron miembros de la Fuerza Pú-
blica; 1511, o sea el 6,5 %, las ocasionaron 
desconocidos; 83 muertes, equivalentes al 
0,4 %, fueron cometidas por grupos para-
militares y la Fuerza Pública en acciones 
conjuntas, y 13 más, o el 0,05 %, fueron el 
resultado de la acción de otros grupos, entre 
ellos milicias populares y agentes extranje-
ros. La alta prevalencia de grupos armados 
no identificados y desconocidos pone de 
manifiesto la eficacia de la estrategia de 
invisibilización utilizada por los actores ar-
mados para eludir sus responsabilidades e 
impedir al aparato judicial concluir las in-
vestigaciones desprendidas de cada hecho. 
La invisibilización de los homicidios quedó 
al descubierto, además, durante las confe-
siones de los paramilitares, quienes en sus 
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versiones libres3 ante la Unidad de Justicia 
y Paz reportaron, al 31 de diciembre del 
2012, un total de 25 757 homicidios.

En los casos documentados por el 
gmh, la relación entre número de acciones 
y número de víctimas revela un promedio 
de 1,4 víctimas por cada hecho, específi-
camente en la modalidad de asesinato se-
lectivo; es decir, 23 161 víctimas en 16 346 
acciones. Los asaltos, el sicariato y la reten-
ción-ejecución son los patrones de ataque 
reiterados en la violencia selectiva, pues 
fueron usados en nueve de cada diez casos 
en los que se pudo esclarecer la modalidad 
de perpetración. En el sicariato y el asalto, 
el victimario realiza los ataques con grupos 
pequeños y con mucha rapidez, en espacios 
públicos y privados. En la retención-ejecu-
ción, por su parte, el victimario se lleva a 
la fuerza a la víctima para asesinarla en la 
clandestinidad, y luego abandona el cuerpo 
en la periferia de las ciudades o en las zonas 
rurales.

3 La Ley de Justicia y Paz, ley 975 de 2005, estableció 
el marco jurídico que reguló el proceso de desmo-
vilización y reinserción de los grupos paramilitares 
Buscaba, entre otros: facilitar los procesos de paz y 
la reincorporación individual o colectiva a la vida 
civil de miembros de grupos armados al margen de 
la ley; garantizar los derechos de las víctimas a la 
verdad, a la justicia y a la reparación integral en la 
búsqueda de la paz y la reconciliación nacional, y 
facilitar los acuerdos humanitarios. En el proced-
imiento judicial de carácter penal, excepcional y de 
justicia transicional que establece dicha ley, existe la 
etapa de versiones libres, en la cual los postulados 
(desmovilizados) deben confesar de forma completa 
y veraz todos los delitos en los que hayan partici-
pado, todos los que han cometido o todos aquellos 
de los cuales tengan conocimiento; informar sobre 
las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que 
ocurrieron los delitos, e indicar todos los bienes de 
origen lícito e ilícito que tengan, directamente o a 
través de testaferros, con el fin de que estos bienes 
sean entregados y sirvan para garantizar la repa-
ración a las víctimas. Véase: Procuraduría General 
de la Nación, Conceptos básicos acerca de la Ley 975 
de 2005 ( Justicia y Paz) y los derechos de las víctimas 
(Bogotá: Giro Editores, 2007), consultado el 8 de 
junio del 2013, https://bit.ly/30VXkbc.

La efectividad del asesinato selectivo 
como un tipo de estrategia para invisibili-
zar la violencia ante las comunidades afec-
tadas se ilustra en el siguiente testimonio, 
que contrasta y cuestiona cómo se percibe 
la acción armada en Segovia (nordeste de 
Antioquia):

A la gente de Segovia usted le pregunta: 
¿cuál fue la masacre más grande que hubo 
en Segovia? Y la gente qué va a decirte a 
vos: “La de 1988”. Y lógicamente que no 
fue esa. Yo, a veces, le pregunto a la gen-
te y me dicen que la de 1988. Pero la más 
grande fue la de 1997. Porque con asesina-
tos selectivos diarios durante cuatro o cinco 
meses, fueron tres, cuatro, cinco muertos 
diarios. Y usted suma y le dan doscientos 
y pico de personas asesinadas. Entonces, 
esa fue la masacre más grande que hubo en 
Segovia. Entonces, ¿por qué la gente dice 
que no? Porque como no se vieron de una 
los doscientos y pico de muertos, sino que 
fueron selectivos, la gente dice: “Es que la 
de 1988 sí fue masiva, y en un solo día”.4

Aunque este tipo de violencia tiende a ser 
subregistrada o a pasar desapercibida en 
el plano informativo nacional, con excep-
ción de los magnicidios, algunas iniciativas 
de memoria de las víctimas denuncian es-
tas acciones para hacer visibles los dramas 
individuales y la magnitud de la violencia 
selectiva. Las víctimas de Trujillo, Valle del 
Cauca, nombran hoy como masacre no un 
evento concreto, sino la violencia sistemá-
tica perpetrada por una alianza de narco-
traficantes, paramilitares y miembros de 
la Fuerza Pública entre 1986 y 1994. Esta 
alianza cometió asesinatos selectivos, des-
apariciones forzadas y otros actos de vio-
lencia con sevicia en la clandestinidad. Al 
usar la etiqueta de masacre, los habitantes 

4 El testigo hace referencia a la masacre perpetrada 
por los paramilitares el 11 de noviembre de 1988 en 
el municipio de Segovia donde murieron 46 perso-
nas. Testimonio inédito. gmh.
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de Trujillo se proponen llamar la atención 
nacional frente a las reales dimensiones de 
lo sucedido.

Los asesinatos selectivos no solo fue-
ron una estrategia de invisibilización, sino 
que se integraron a los mecanismos de 
terror de los actores armados, junto con 
las huellas de la sevicia y la tortura en los 
cuerpos expuestos públicamente y con el 
asesinato de personalidades públicas. Es-
tas prácticas buscaban lograr un efecto de 
desestabilización política y social, tal como 
ocurrió en los magnicidios de los candida-
tos presidenciales Jaime Pardo Leal, el 11 
de octubre 1987; Luis Carlos Galán, el 18 
de agosto de 1989; Carlos Pizarro, el 26 de 
abril de 1990, y Bernardo Jaramillo Ossa, el 
22 de marzo de 1990, o como sucedió con 
el asesinato del humorista Jaime Garzón, el 
13 agosto de 1999, entre otros.

En cuanto a los roles de participación 
social y política de las víctimas, el gmh 
pudo documentar el asesinato selectivo de 
1227 líderes comunitarios, 1495 militantes 

políticos, 685 sindicalistas5 y 74 defensores 
de derechos humanos. También se cuentan 
1287 asesinatos de funcionarios públicos 
y autoridades políticas. Entre los militan-
tes políticos asesinados, cinco de cada diez 
participaban en partidos o movimientos 
políticos de izquierda. Entre los movimien-
tos y partidos políticos, la Unión Patriótica 
registró 503 víctimas de asesinato selecti-
vo, seguida del Partido Liberal, con 329; 
el Partido Comunista, con 158; el Partido 
Conservador, con 151, y Esperanza, Paz y 
Libertad, con 110.

Cuando la lucha entre la guerrilla y los 
paramilitares por el control del territorio se 
volvió crucial en la dinámica del confl icto 

5 Diversas fuentes han aportado cifras para consta-
tar la magnitud de la victimización de sindicalistas 
en el país. El informe sobre violencia contra sindi-
calistas y trabajadores sindicalizados del periodo 
1984-2011 realizado por el pnud señala que, según 
el Cinep, de 1984 a 2009 se han registrado 2883 
homicidios de trabajadores sindicalizados; y según 
la Escuela Nacional Sindical, 2863 de 1986 a marzo 
de 201. pnud, Reconocer el pasado. Construir el futuro 
(Bogotá: pnud, 2011), 115, consultado el 16 de ju-
nio de 2013, https://bit.ly/2MdfXnL.
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armado, es decir, durante el periodo com-
prendido entre 1996 y 2002, los asesinatos 
selectivos fueron el modo predilecto utili-
zado por los actores armados para construir 
sus órdenes autoritarios. Esto fue especial-
mente cierto en el caso de los paramilitares. 
La anterior afirmación no implica que las 
guerrillas hubiesen afianzado sus órdenes 
sociales y políticos sin recurrir a los asesi-
natos selectivos; solo indica que recurrieron 
a ellos en menos ocasiones. Esta modalidad 
de violencia garantizó la prolongación del 
terror inaugurado por las grandes masacres. 
Con ello profundizó sus efectos paralizan-
tes y propagó la percepción de que nadie 
estaba a salvo.

Mención especial merecen los 2304 
asesinatos selectivos atribuidos presunta-
mente a miembros de la Fuerza Pública. 
La gravedad de estos casos reside en que 
constituyen violaciones a los derechos de 
los cuales ellos son garantes, de acuerdo 
con la Constitución Política. Entre los ca-
sos se cuentan las ejecuciones extrajudicia-
les que se integraron a la estrategia criminal 
de presentar como guerrilleros muertos en 
combate a civiles, quienes fueron engañados 
o raptados de su lugar de residencia, para 
luego ser ejecutados en regiones distantes 
con la intención de que no fueran reclama-
dos y acabar inhumados como n.n. en los 
cementerios. Esta derivación perversa de 
la Política de Seguridad Democrática se 
sumó a una saga de crímenes que se exten-
dieron a lo largo del conflicto armado para 
encubrir errores militares o enmascarar ac-
ciones intencionales guiadas por el afán de 
retaliación por un ataque guerrillero o por 
la convicción en la eficacia de la máxima 
contrainsurgente de que solo aislando a la 
población civil de la guerrilla se puede con-
seguir derrotarla.

Cabe añadir que la intensidad de la 
violencia no fue homogénea en el territorio 
colombiano. A pesar de que los 23161 ho-

micidios selectivos cometidos entre 1981 y 
2012 se registraron en 950 municipios, el 
85 % del total de estos actos violentos ocu-
rrió en 322 de ellos, lo que supone un alto 
nivel de afectación en el 30 % del territorio 
nacional. De estos 322 municipios, 46 re-
gistraron más de 500 muertes violentas de 
este tipo; es decir, en solo 46 municipios se 
produjo uno de cada tres homicidios selec-
tivos durante el periodo mencionado.

Las masacres: estrategias 
para sembrar el terror
La distribución ya mencionada de la par-
ticipación de los actores armados en las 
1982 masacres cometidas entre 1980 y 2012 
(58,9 %, grupos paramilitares; 17,3 %, gue-
rrillas; 7,9 %, Fuerza Pública; 14,8 %, grupos 
armados no identificados; 0,6 %, paramilita-
res y Fuerza Pública en acciones conjuntas; y 
0,4 %, otros grupos) revela que de cada diez 
masacres seis fueron perpetradas por los 
grupos paramilitares, dos por las guerrillas y 
una por miembros de la Fuerza Pública.

Con respecto a la participación de 
la Fuerza Pública en masacres, es preciso 
agregar que en otros casos, diferentes del 
7,9 % enunciado anteriormente, la presun-
ta responsabilidad no está disociada de las 
acciones del principal perpetrador. Así, se 
desprende de las sentencias de la cidh6, 
de las versiones libres rendidas por los pa-
ramilitares en el marco de la Ley 975 del 
2005 y también de varios de los casos es-

6 Véanse: Sentencia del 15 de septiembre del 2005, 
Caso de la Masacre de Mapiripán vs. Colombia, 
cidh, Fondo, reparaciones y costas; Sentencia del 
31 de enero del 2006, Caso de la Masacre de Pueb-
lo Bello vs. Colombia, cidh, Fondo, reparaciones 
y costas; Sentencia del 11 de mayo del 2007, Caso 
de la Masacre de La Rochela vs. Colombia, cidh, 
Fondo, reparaciones y costas; Sentencia del 1 de ju-
lio del 2006, Caso de las Masacres de Ituango vs. 
Colombia, cidh, Excepciones preliminares, fondo, 
reparaciones y costas.
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tudiados por el gmh. La omisión de infor-
mación, la connivencia, el apoyo logístico 
a los perpetradores o el enmascaramiento 
de sus propias acciones son algunas de las 
implicaciones de miembros de la Fuerza 
Pública que han facilitado la ocurrencia de 
masacres. 

Entre las masacres perpetradas por 
las guerrillas, 238 fueron ejecutadas por las 
Farc; 56 por el eln; 18 por el epl; 3, por 
otras guerrillas (m-19 y Movimiento Quin-
tín Lame); 7, por dos o más guerrillas en 
acciones conjuntas; 18, por guerrilla no 
identificada, y 3, por disidencias o facciones 
de guerrillas (el Frente Ricardo Franco de 
las Farc o el erp del eln). Esto revela que 
de cada diez masacres cometidas por la gue-
rrilla, siete son responsabilidad de las Farc, 
mientras que el eln es responsable de dos.

Para los actores armados, las masa-
cres fueron centrales en sus estrategias de 
control de la población, por su capacidad 
para generar terror, desterrar y destruir a las 
comunidades. Las 1982 masacres perpetra-
das entre 1980 y 2012 dejaron como saldo 
11 751 muertes. La relación entre número 
de acciones y número de víctimas supone 
un promedio de seis víctimas por masacre. 
El gmh ha podido establecer que 7160 per-
sonas murieron en las masacres cometidas 
por paramilitares, lo que corresponde a un 
61,8 % del total; 2069 en las realizadas por 
la guerrilla, un 17,6 %; 870 en las perpe-
tradas por miembros de la Fuerza Pública, 
lo que corresponde a un 7,4%; 1486 en las 
ejecutadas por grupos armados no identi-
ficados, es decir, un 12,6  %; las masacres 
organizadas por dos o más actores armados 
en acción conjunta dejaron 98 víctimas fa-
tales, un 0,8 %; y 68 (0,6 %) víctimas en las 
cometidas por otros grupos armados.

Dentro de la estrategia paramilitar, la 
masacre ha sido importante como modali-
dad de violencia. Debido a su visibilidad y 
crueldad, ha desafiado y subvertido la oferta 

de protección de la guerrilla dentro del te-
rritorio. En su función de teatralización de 
la violencia, lleva —desde la perspectiva del 
perpetrador— un mensaje aleccionador para 
la población. Con la disposición espacial de 
los cuerpos de las víctimas y las huellas de 
sevicia en los cadáveres expuestos advierte 
sobre el costo de colaborar con la guerrilla. 
Pero también ha advertido a las guerrillas 
acerca del tipo de guerra que los paramilita-
res estaban dispuestos a librar para obtener 
el control total del territorio. El testimonio 
de las víctimas sobrevivientes de la masacre 
cometida por los paramilitares en El Tigre, 
Valle del Guamuez, departamento de Putu-
mayo, ilustra esta intención:

El 9 de enero [de 1990], los paramilitares 
nos acusaban de guerrilleros […], se reían y 
nos gritaban: ¡llamen a los guerrilleros para 
que los defiendan! Sus insultos y maltratos 
eran tantos que yo recuerdo que sentía hu-
millación […]. Solo lloraba, no podía de-
fenderme ni defender a mi hijo que estaba 
entre los que se llevaron para el río.7

Durante la década de 1990, etapa expansi-
va del paramilitarismo, las grandes masacres 

7 Relato 5, taller de memorias, 2010. gmh, La masacre 
de El Tigre, Putumayo (Bogotá: Pro-offset editorial, 
2011), 43.

Para los actores 
armados, las masacres 
fueron centrales en sus 
estrategias de control 

de la población, por su 
capacidad para generar 

terror, desterrar y destruir 
a las comunidades.
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marcaron la irrupción de este grupo armado 
en un territorio. Después de estos hechos, 
los perpetradores continuaron ejerciendo la 
violencia sobre la población civil mediante 
otros mecanismos y prácticas. En este sen-
tido, con la masacre como modalidad ob-
tuvieron una reputación de violencia que 
se reafirmaría en la cotidianidad con otras 
modalidades menos visibles, pero constantes 
y generalizadas: asesinatos selectivos, ma-
sacres pequeñas y desapariciones forzadas. 
Asimismo, los paramilitares incorporaron 
decisivamente el recurso a la sevicia en sus 
acciones de violencia y con ello amplificaron 
su potencial de humillación y daño.

Las masacres pequeñas son más co-
munes que las grandes masacres, y por lo 
tanto más representativas de la modalidad. 
Dichas masacres, junto con prácticas como 
los asesinatos selectivos, fueron la modali-
dad más recurrente entre los paramilitares 
para mantener o construir un orden terri-
torial. En efecto, la mayor parte de las ma-
sacres paramilitares documentadas por el 
gmh registran entre 4 y 6 víctimas (es decir, 
880 masacres, que equivalen a un 75,5  % 
del total acopiado para el periodo 1980-
2012). Esta manera de operar refuerza la 
tendencia antes descrita de invisibilización 
de la violencia.

Por otra parte, en la mayoría de regio-
nes la ejecución de masacres grandes (con 
más de 10 víctimas) marcó la irrupción de 
los grupos paramilitares en el territorio o el 
arrasamiento de las poblaciones, en aque-
llos lugares donde se disputaba el dominio 
de la zona con las guerrillas. De las 158 
masacres de grandes dimensiones registra-
das entre 1980 y 2011, 111 (70 %) fueron 
perpetradas entre 1996 y 2004. Al respecto, 
en el caso de El Placer, Putumayo, Carlos 
Mario Ospina Bedoya, alias Tomate, quien 
participó en la incursión, menciona la or-
den de exponer los cuerpos de las víctimas 
para marcar el territorio:

Las órdenes exactas en el año 1999, cuando 
yo ingreso en septiembre, cuando ya ingre-
samos a El Placer, pues él [Antonio Lon-
doño Jaramillo, alias Rafa Putumayo, jefe 
paramilitar] siempre decía que ya lo que era 
incursiones, incursiones como la que se hizo 
a El Placer, sí era dejarlos ahí [los cuerpos] 
para sembrar el terror contra el enemigo. 
En El Placer nosotros hacemos sentir la 
organización, como se dice. Entonces era 
en las incursiones, cuando se abría zona, 
era dejarlos tirados, no desaparecer, eso sí 
lo dijo él: “Todos déjenlos tirados para que 
la guerrilla las crea”, la de El Placer fue así.8

Si bien las grandes masacres no fueron los 
hechos violentos más reiterados en el con-
flicto armado (representan una de cada diez 
masacres), su ocurrencia en coyunturas es-
pecíficas contribuyó enormemente a forjar 
una reputación terrorífica de los actores ar-
mados con la que sustentaron su poder.

En el periodo 1988-1992, las grandes 
masacres fueron verdaderas expediciones 
para castigar la movilización social y rechazar 
el éxito político de la izquierda, en particular 
de la Unión Patriótica y el Frente Popular9.

Entre los casos emblemáticos de 
masacres perpetradas contra territorios y 
militantes de la izquierda se cuentan: las 
masacres de Honduras y La Negra (Urabá, 
Antioquia) cometida por los paramilitares 
el 4 de marzo de 1988, que dejó 30 vícti-
mas; la de Punta Coquitos (Turbo, Antio-
quia) el 11 de abril del mismo año en la 
región de Urabá con un saldo de 20 víc-
timas, contra sindicalistas y militantes del 
Frente Popular; la de La Mejor Esquina, en 
el sur del departamento de Córdoba, el 3 
de abril de 1988, que dejó 28 víctimas; la de 

8 Versión libre del postulado Carlos Mario Ospina 
Bedoya, alias Tomate, 15 de marzo del 2010, Bo-
gotá. Unidad de Justicia y Paz de la Fiscalía. gmh, 
El Placer. Mujeres, coca y guerra en el bajo Putumayo 
(Bogotá: Taurus/ Semana, 2012), 150.

9 Sobre el surgimiento de estas organizaciones veáse 
capítulo 2.
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Caño Sibao (municipio El Castillo, depar-
tamento del Meta), en la región del Aria-
ri, el 3 de julio de 1988, con 17 víctimas, 
contra militantes de la up; y la de Segovia 
(departamento de Antioquia), el 11 de 
noviembre de 1988, que dejó 46 víctimas 
como retaliación por el respaldo electoral 
de la población a la Unión Patriótica.

Entre 1996 y el 2002 se produjo el 
mayor número de casos: 1089 masacres con 
6569 víctimas, lo que equivale a un 55 % de 
las masacres de todo el periodo examinado 
por el gmh (1980-2012). Esta tendencia se 
asocia de manera directa con la expansión 
paramilitar, si bien es preciso señalar que 
en los mismos seis años también crecieron 
las masacres cometidas por guerrilleros (en 
particular de las Farc), aunque en una menor 
proporción. De hecho, la brecha entre masa-
cres perpetradas por paramilitares y por gue-
rrilleros tendió a acrecentarse en ese lapso 
hasta alcanzar una relación de cinco a uno.

El incremento de las masacres como 
modalidad de violencia empleada por los 
paramilitares se relacionó con la lucha por el 
control del territorio con las guerrillas, pero 
también fue un desafío dirigido al Estado 
central en medio del proceso de paz entre 
el Gobierno del presidente Andrés Pastrana 

y las Farc (1998-2002)10. Los paramilitares 
usaron las masacres como la única acción 
eficaz para golpear y desmoralizar a la gue-
rrilla, con lo cual aspiraban a ser reconocidos 
como un tercer actor político que podría te-
ner asiento en la mesa de negociaciones. En 
último caso, buscaban acabar con la nego-
ciación misma por considerarla desventajosa 
para los intereses del proyecto paramilitar.

Entonces se produjo un tránsito de 
las acciones expedicionarias y de asalto 
de tipo punitivo que primaron entre 1988 
y 1992 hacia las acciones de ocupación o 
incursiones episódicas entre 1996 y 2002. 
Los ataques paramilitares se caracterizaron 
por un despliegue militar masivo y un ac-
cionar dilatado en varias horas o días. La 
violencia fue más indiscriminada que antes, 
no porque los paramilitares renunciaran a 
mecanismos de selectividad (porte de lis-
tas, presencia de milicianos encapuchados 
y perpetradores reconocidos por las vícti-
mas), sino porque estos registros se com-
binaron con acciones aleatorias amparadas 
en la estigmatización de la población civil 
como pueblo guerrillero:

Entre ochenta y cien paramilitares de las 
auc [Autodefensas Unidas de Colombia] 
que se movilizaban en cinco vehículos, dos 
camiones 600, dos Mazda y un campero, 
ejecutaron a las 2:30 a. m., en el barrio 18 
de Enero a diez personas, y desaparecieron 
a cinco más. Según la fuente, los paramili-
tares, “cordonaron 5 cuadras entre las ca-
lles 28 y 32 y al parecer con lista en mano 
fueron sacando de una fiesta bailable”. En 
diferentes sectores fueron amarrados y 
posteriormente asesinados. El grupo per-
maneció en el sector por lapso de 2 horas.11

10 Véase el capítulo 2 del informe ¡Basta Ya!: https://
bit.ly/1Z42AlJ.

11 Evento acontecido en Ciénaga, en el año 2000; 
presuntos responsables, paramilitares; base de datos 
Noche y Niebla. gmh, Mujeres y guerra. Víctimas y 
resistentes en el caribe Colombiano (Bogotá: Taurus/
Semana, 2011), 257.
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Durante la fase de ocupación territorial 
paramilitar, las grandes masacres se perpe-
traron en dos momentos: cuando el actor 
armado incursionaba y cuando había con-
solidado su posición en una parte del terri-
torio. Entre los casos más representativos de 
este tipo de accionar paramilitar se encuen-
tra la masacre de La Holanda en San Car-
los, Antioquia, perpetrada el 25 de octubre 
de 1998. Esta masacre marcó la irrupción 
paramilitar en el oriente antioqueño y dejó 
como saldo 13 víctimas mortales. También 
es signifi cativo el caso de la masacre de La 
Gabarra (departamento de Norte de San-
tander), perpetrada el 21 de agosto de 1999 
con un total de 32 víctimas, que denotó la 
incursión paramilitar en el Catatumbo. O 
la masacre de Barrancabermeja (departa-
mento de Santander), cometida el 16 de 
mayo de 1998 y que dejó 7 víctimas y 22 
desaparecidos, y defi nió la llegada al puerto 
petrolero. Y fi nalmente la masacre de Ma-
piripán, en el departamento del Meta, co-
metida el 15 de julio de 1997 y que dejó 49 
víctimas12 en el suroriente del país.

Las masacres de las guerrillas, en 
particular de las Farc, funcionaron como 

12  El gmh considera que, si bien se han identifi cado 
once víctimas que no murieron en los hechos vio-
lentos de la masacre de Mapiripán, sí han sido iden-
tifi cadas ocho nuevas víctimas, sin que hasta la fecha 
se haya podido esclarecer cuántas y quiénes eran las 
víctimas arrojadas al río.

respuesta armada a la acción paramilitar. 
Algunas fueron perpetradas en el momento 
mismo en el que irrumpía la violencia pa-
ramilitar, para demostrar su disposición de 
responder con terror a la guerra que propo-
nía el otro grupo armado. También ejecuta-
ron otras masacres cuando los paramilitares 
habían consolidado el dominio en un terri-
torio, con lo cual buscaban hacerles ver que 
su control era inestable y precario y, por lo 
tanto, vulnerable. En esta línea de acción se 
inscriben masacres guerrilleras como: la de 
Dos Quebradas, Dinamarca y La Tupiada, 
en San Carlos, perpetrada el 16 de enero 
del 2003 en la región del oriente antioque-
ño, y que dejó un saldo de 18 víctimas; la 
de La Gabarra, cometida el 15 de junio del 
2004, en la región del Catatumbo, Norte 
de Santander, que dejó 34 víctimas mor-
tales; la de Tierralta, en la zona del Nudo 
de Paramillo, departamento de Córdoba, 
ejecutada el 22 de mayo del 2001, que dejó 
24 víctimas mortales; y la cruenta cadena 
de masacres perpetradas entre agosto y 
septiembre de 1995 en la región de Ura-
bá, que tuvo como epílogo el asesinato de 
20 obreros bananeros el 25 de septiembre 
de ese mismo año en la fi nca Bajo del Oso 
en Apartadó, departamento de Antioquia. 
Las víctimas eran militantes del movimien-
to Esperanza, Paz y Libertad, agrupación 
política conformada por ex-miembros del 
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Ejército Popular de Liberación —epl—, 
luego de su desmovilización en 1991.

En otras situaciones, las masacres co-
metidas por las guerrillas se inscribieron 
dentro de una competencia entre grupos 
armados por razones territoriales o ideoló-
gicas. Entre estos casos se cuenta la masa-
cre de La Chinita, Apartadó, donde el 23 
de enero de 1994 las Farc asesinaron a 34 
militantes políticos de Esperanza, Paz y 
Libertad. También se cuenta la masacre de 
Tacueyó, en el municipio de Toribío, Cauca, 
donde el Frente Ricardo Franco, disiden-
te de las Farc, asesinó a 126 combatientes 
de la misma organización en diciembre de 
1985, bajo la acusación de ser infiltrados del 
Ejército.

En el segundo momento de la fase de 
ocupación paramilitar, perpetrar grandes 
masacres fue una herramienta para afianzar 
la consolidación territorial. En efecto, una 
vez asegurado el control, se desencadenaba 
una arremetida contra las retaguardias de los 
enemigos para expulsarlos definitivamente 
del territorio e imponer un único dominio. 
Este ha sido el panorama según el cual se 
empleaba la masacre de tipo tierra arrasada.

Las masacres de tierra arrasada solían 
reforzarse con retenes paramilitares ubica-
dos estratégicamente en las vías de acceso 
a los territorios, con el fin de imponer un 
bloqueo económico en la zona y confinar a 
la población. Los casos más representativos 
de este tipo de masacre son: la de El Salado 
(departamento de Bolívar), perpetrada por 
los paramilitares entre el 16 y el 21 de fe-
brero del 2000 y que dejó 60 víctimas; la de 
Chengue (departamento de Bolívar), el 17 
de enero del 2001, con un saldo de 35 vícti-
mas; la de El Tigre (Putumayo), el 9 de ene-
ro de 1999, con 28 víctimas; y la de El Aro 
(Ituango, Antioquia), el 25 de octubre de 
1997, con un total de 14 víctimas. Este tipo 
de acción se intensificó entre 1996 y 2002.

Durante la masacre, los paramilitares in-
cendiaron seis casas. Estos eran sitios don-
de funcionaban negocios, eran lugares no 
solo donde la gente vivía, sino lugares de 
trabajo. Así acabaron con las fuentes de tra-
bajo de la gente. Después de ocho días y 
con presencia del Ejército, los mismos paras 
queman otra casa. Esa noche también aca-
baron con algunas de nuestras propiedades, 
los televisores, los equipos, las plantas, todo 
eso nos robaron. De mi casa por ejemplo 
también se llevaron algunas joyas y dinero. 
Nuestros animales también sufrieron con 
la masacre, luego no teníamos huevos para 
salir a vender, o gallinas o puercos para ven-
der. Igual si hubiésemos tenido, nadie nos 
compraba, no había plata. Muchos abando-
namos nuestras fincas, dejamos de ir a ellas, 
preferíamos estar en casa, pues no ve que 
también a las fincas llegaron a posesionarse 
los paramilitares. Hasta ahora yo no voy a 
la finca, no me gusta, me trae malos recuer-
dos, me da miedo. Además, ellos destruye-
ron todo lo de la finca, está abandonada.13

Los actores armados ejercieron la ma-
yor devastación en las masacres de tierra 
arrasada. No fue suficiente con matar ma-
sivamente. Atacaron el entorno físico y 
simbólico de las comunidades. Violentaron 
a las mujeres, los ancianos, los niños y los li-
derazgos comunitarios; destruyeron vivien-
das, dañaron y robaron bienes materiales de 
las víctimas, y escenificaron la violencia con 
sevicia y torturas. Fue un ejercicio de terror 
sistemático que buscaba generar una des-
ocupación duradera. El terror desplegado 
apuntó a volver inhabitable el espacio físico 
y social, para producir así el desplazamiento 
forzado masivo, el abandono y el despojo 
de tierras14.

A partir del año 2003, las masacres de-
jaron de usarse con tanta frecuencia como 

13  Relato 10, taller de memorias, 2010. gmh, La ma-
sacre de El Tigre, 39.

14  gmh, La tierra en disputa. Memorias del despojo y re-
sistencias campesinas en la Costa Caribe, 1960-2010 
(Bogotá: Taurus/ Semana, 2010), 18.
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modalidad de violencia, lo que coincidió 
con el inicio y desarrollo de las negociacio-
nes del Gobierno con los grupos paramili-
tares. La reducción de las masacres no fue, 
sin embargo, necesariamente una dismi-
nución de la violencia contra la población 
civil. Salvatore Mancuso, jefe paramilitar, 
señaló en una de sus versiones libres ante el 
Tribunal de Justicia y Paz que las relaciones 
de colaboración entre los paramilitares y 
los miembros de la Fuerza Pública llegaron 
hasta el punto en que los primeros empe-
zaron a hacer desaparecer los cuerpos de las 
víctimas, enterrándolos en fosas comunes y 
lanzándolos a los ríos, para que las estadís-
ticas de muertes violentas no se dispararan 
y afectaran a los segundos. Así lo hizo saber 
el desmovilizado paramilitar Mancuso en 
la siguiente declaración:

Las víctimas que quedaban de los en-
frentamientos o de las acciones en contra 
de la guerrilla [ataques contra la pobla-
ción civil] aumentaban el número de ci-
fras de víctimas mortales y afectaban las 
estadísticas de seguridad en las regio-
nes.  Esto dañaba las hojas de vida de los 
militares que actuaban en estas zonas. 
Fue por eso que para no quedar mal con 
ellos, Carlos Castaño dio la orden de des-
aparecer los cuerpos de las víctimas y se 
implementó en el país la “política” de la 
desaparición15.

A pesar de su carácter masivo y en muchos 
casos indiscriminado, las masacres nunca 
dejaron de ser selectivas. Se trató más bien 
de una selectividad relacionada con los es-
tereotipos o con la estigmatización de los 
roles de participación social y política. Las 
víctimas de las masacres son en su mayoría 
hombres (88 %) y adultos (96 %).

El gmh pudo identificar 405 niños, 
niñas y adolescentes entre las víctimas de 

15  “La fuerza pública fue clave para la expansión de las 
auc”, Verdad Abierta, consultado el 9 de junio del 
2013, https://bit.ly/2EHqmC6.

los actores armados, lo que representa el 
3,4 % de los casos documentados para el 
periodo 1980-2012. De hecho, atacar a 
los niños, niñas y adolescentes en las ma-
sacres se convirtió en una acción inten-
cionalmente infligida para devastar a los 
sobrevivientes y comunicar a los enemigos 
el colapso de cualquier límite moral en el 
conflicto armado. En esa misma perspec-
tiva se inscribe el asesinato de 85 adultos 
mayores.

La diversidad de los perfiles de las 
víctimas de las masacres pone acento en la 
masificación de la violencia, que se volvió 
más indiscriminada y más amenazante para 
las personas del común. Entre las 7147 víc-
timas de las que se pudo establecer su ocu-
pación (equivalente a un 60 % del universo 
de víctimas), seis de cada diez eran campe-
sinos, uno era obrero o empleado y los tres 
restantes eran comerciantes y trabajadores 
independientes. En esta misma línea, el 
gmh observó una proporción más baja en 
el número de víctimas con participación so-
cial y política activa en comparación con los 
asesinatos selectivos. Esto sugiere que, por 
cada militante político asesinado en una 
masacre, tres fueron víctimas de asesinatos 
selectivos.

A medida que el conflicto armado se 
prolongó y se recrudeció, las masacres se 
propagaron por el territorio nacional con 
distintas intensidades. En 526 municipios 
del país ocurrió por lo menos una masacre 
entre 1980 y el 2012. En un grupo pun-
tual de 38 municipios ocurrió una de cada 
3 masacres del conflicto armado. Estos 38 
municipios registraron, a su vez, 10 o más 
masacres, lo cual indica que concentran el 
36 % del total de los casos registrados para 
ese periodo. 
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